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III. BIBLIOGRAFÍA SELECCIONADA.
I) NOVEDADES NORMATIVAS 
Las novedades normativas en este último periodo de Gobierno en funciones son, al igual que en anteriores informes, muy escasas, y se limitan en general a la transposición de Directivas comunitarias y a la adaptación de la normativa autonómica a la estatal y a la jurisprudencia reciente. 
1. Estado
- Real Decreto 314/2016, de 29 de julio, por el que se modifican el RD 140/2003, de 7 de febrero, por el que se establecen los criterios sanitarios de la calidad del agua de consumo humano, el RD 1798/2010, de 30 de diciembre, por el que se regula la explotación y comercialización de aguas minerales naturales y aguas de manantial envasadas para consumo humano, y el RD 1799/2010, de 30 de diciembre, por el que se regula el proceso de elaboración y comercialización de aguas preparadas envasadas para el consumo humano (BOE Núm. 183, de 30 de julio de 2016). 
Mediante esta norma se modifican diversas normas que incorporaron consideraciones sobre sustancias radiactivas en las aguas embotelladas destinadas al consumo humano. Con ello, se procede a su adaptación a la Directiva 2013/51/Euratom del Consejo, de 22 de octubre de 2013, que viene a modernizar la regulación en el sector. 

Se regula el control de las sustancias radiactivas en las zonas de abastecimiento (Nuevo Anexo X), estableciendo criterios y dosis indicativas para sustancias como el radón, el tritio. Entre otras cosas, se establece que los valores paramétricos de las sustancias radiactivas en el agua no deben ser considerados como límites, sino que en caso de superación, debe estudiarse si dicho valor supone un riesgo tal para la salud humana que exija la adopción de medidas orientadas a situarlo en el nivel que cumpla los requisitos de protección de la salud. 
- Real Decreto 389/2016, de 22 de octubre, por el que se aprueba el Plan Director de la Red de Parques Nacionales (BOE Núm. 257, de 24 de octubre de 2016).  
Mediante esta norma se desarrolla el art. 19 de la Ley 30/2014, de 3 de diciembre, de Parques Nacionales, aprobando el Plan Director de la Red, instrumento básico de ordenación en esta materia que tiene el carácter de directrices básicas para la planificación, conservación y coordinación de los parques nacionales (art. 2). Este Plan viene a sustituir al anterior, aprobado por Real Decreto 1803/1999, de 26 de noviembre. Los Planes Rectores de Uso y Gestión vigentes deberán adaptarse al nuevo Plan Director en un plazo de dos años (disposición transitoria única). Este Plan tendrá una vigencia máxima de diez años (disposición final segunda). 

La estructura del Plan consta, en primer lugar, de unadeclaración de objetivos estratégicos, el establecimiento de directrices y criterios y finalmente de actuaciones. 

Los objetivos principales son la conservación de la integridad de los valores naturales y los paisajes de los parques nacionales (1.1), su representación de los sistemas naturales en condiciones de mayor naturalidad posible (1.2), asegurar el servicio de uso públio a la sociedad (1.3) y su uso para la investigación científica (1.4). El Plan pretende también una intensa cooperación y colaboración en los ámbitos nacional e internacional, previendo acuerdos con las CC.AA y con los ayuntamientos en las Áreas de Influencia Socioeconómica de los parques. (2.1). 

Se prevé la aprobación en cada uno de los parques nacionales de un Plan Rector de Uso y Gestión, a desarrollar mediante planes anuales de trabajos e inversiones y planes de carácter sectorial. En dicha planificación se busca la transparencia, accesibilidad y participación pública (3.1). La zonificación se ajustará a las siguientes zonas, ordenadas de mayor a menor grado de protección: a) zona de reserva, b) zona de uso restringido, c) zona de uso moderado, d) zona de uso especial y e) zona de asentamientos tradicionales, que el Plan define en su apartado 3.1.2. 

Se establecen Directrices básicas para la conservación, divididas en directrices generales, directrices sobre conservación de recursos naturales y culturales, sobre explotación y aprovechamientos y usos tradicionales, sobre infraestructuras e instalaciones, sobre atención al visitante, investigación, seguimiento y evaluación y coordinación. 

El Plan establece también criterios de contenido para la selección de proyectos de interés general que puedan ser objeto de financiación estatal, para la determinación del nivel de conservación y gestión que debe mantener cada parque, y para determinar la existencia de peligros para la integridad y seguridad de los parques. Estos últimos son novedad en el contenido del Plan, introducidos por la nueva Ley de parques Nacionales de 2014. La información en la que ha de basarse la determinación del estado de conservación es toda aquella de carácter oficial, proveniente tanto de las administraciones ambientales gestoras de los parques como de la Administración General del Estado; cualquier otra información ha de estar contrastada, homologada y validada por las administraciones ambientales (5.1). Se considera que existe un peligro grave y cierto cuando la incidencia ambiental afecte de forma significativa a un porcentaje importante de la superficie del parque nacional o de los sistemas naturales por los que se ha declarado; dicho peligro ha de ser de origen antrópico y sobrevenido, y no la consecuencia de un proceso paulatino o producto de un proceso natural, salvo los incendios forestales (6.1). 

2. Comunidades autónomas
D) Andalucía: 
- Ley 6/2016, de 1 de agosto, por la que se modifica la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, para incorporar medidas urgentes en relación con las edificaciones construidas sobre parcelaciones urbanísticas en suelo no urbanizable (BOJA Nº 150, de 5 de agosto de 2016). 
Esta Ley pretende reducir la incertidumbre relativa a las edificaciones aisladas construidas al margen de la legalidad y situadas en suelo no urbanizable y su régimen de rmedidas de restablecimiento de la legalidad, que conforme al Decreto 2/2012, de 10 de enero no estaba sometido a plazo alguno. Ello cuestionaba el reconocimiento de la situación de asimilado al régimen de fuera de ordenación y dejaba a los propietarios de edificaciones en suelo no urbanizable en situación de incertidumbre sobre sus derechos y obligaciones cuando la Administración no adoptó en su momento medidas disciplinarias. 

Así, esta Ley somete dichas edificaciones y sus parcelas al plazo establecido por el art. 185.1 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, con la finalidad de que la Administración pueda adoptar medidas de protección de la legalidad urbanística contra ellas. Para ello, se modifica el apartado A) del art. 185.2 de la Ley 7/2002. Quedan excepcionadas de esta limitación de plazo las edificaciones de uso residencial y las parcelas asociadas a estas, a las que se aplica el plazo general del art. 185.1. 

También se modifica el art. 68.2 de la misma Ley, declarando nulos de pleno derecho los actos administrativos que autoricen las parcelaciones urbanísticas en terrenos con régimen de suelo no urbanizable. 

Esta nueva regulación se acompaña de medidas para garantizar la identificación de edificaciones en suelo no urbanizable, por ejemplo: la obligación de los municipios de iniciar tal identificación en el plazo máximo de dos años desde la entrada en vigor de esta Ley. En caso de incumplimiento, se permite que la Comunidad Autónoma se subrogue en dicha obligación (disposición adicional segunda). 

También se regula el acceso provisional a servicios básicos en edificaciones existentes en suelo no urbanizable que constituyan la vivienda habitual de sus propietarios, el cual se configura como excepcionalmente autorizable por los municipios por un plazo máximo de dos años, siempre que tales edificaciones se encuentren terminadas y en uso, el acceso sea viable técnica y económicamente y reunan las condiciones adecuadas de seguridad, salubridad y sostenibilidad (disposición adicional cuarta). 
J) Aragón: 
- Decreto-Ley 2/2016, de 30 de agosto, de medidas urgentes para la ejecución de las sentencias dictadas en relación con los concursos convocados en el marco del Decreto 124/2010, de 22 de junio, y el impulso de la producción de energía eléctrica a partir de la energía eólica en Aragón (BOA Núm 168, de 31 de agosto de 2016). 
Mediante esta norma se ordena la ejecución de las numerosas sentencias recaídas sobre implantación de nuevos proyectos de producción de energía de origen eólico en Aragón (hasta 34 sentencias del TSJ de Aragón favorables a los recursos interpuestos por las empresas del sector), resolviendo así la paralización a que el sector se vio sometido desde la aprobación del Decreto 124/2010, de 22 de junio, por el que se regulan los procedimientos de priorización y autorización de instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de la energía eólica en Aragón, que esta norma deroga. Igualmente, se incorpora al Ordenamiento aragonés el nuevo régimen básico estatal sobre estabilidad financiera (Real Decreto-Ley 9/2013, de 12 de julio). 

De resultas de esta nueva regulación, gran cantidad de proyectos, cuando no existan afecciones eólicas y se cuente con derecho de acceso a redes, verán garantizada su viabilidad y facilitada su tramitación administrativa. Para ello, el Decreto-Ley establece un régimen especial de tramitación anticipada (art. 6) para la ejecución de dichas sentencias, permitiendo impulsar los proyectos que, de haberse resuelto los concursos convocados en su día, hubieran resultado priorizados en ejecución de sentencia. Las reglas sobre la ejecución de sentencias se contienen en el Capítulo II. 

El Capítulo III regula la autorización administrativa de las instalaciones eólicas y el Capítulo IV regula las modificaciones no sustanciales de Parques eólicos, estableciendo la no necesidad de autorización administrativa. Las instalaciones ya autorizadas con arreglo a la normativa anterior podrán acogerse al régimen de modificaciones sustanciales regulado en esta Ley (disposición transitoria primera). El Capítulo V regula las inspecciones periódicas de las instalaciones, el VI la expropieación y servidumbres y el VII el régimen de transmisión de instalaciones, que también requiere autorización administrativa previa. 

Finalmente, se determina la suspensión de los procedimientos autorizatorios formulados al amparo de una norma anterior a esta, y la necesidad de reformular las solicitudes conforme a la misma (disposición transitorio segunda). 
Ñ) Islas Baleares: 
- Ley 12/2016, de 17 de agosto, de evaluación ambiental de las Illes Balears (BOE Núm 225, de 17 de septiembre de 2016). 
Mediante esta Ley se transpone la normativa de la Unión Europea relativa a Evaluación Ambiental y se desarrolla la Ley estatal 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, quedando derogada la anterior normativa balear sobre la materia: la Ley 11/2006, de 14 de septiembre, de evaluaciones de impacto ambiental y evaluaciones ambientales estratégicas en las Illes Balears. El texto, más que recoger de forma completa la evaluación ambiental, se circunscribe a la regulación de las especificidades del régimen en las Islas Baleares. 

Entre ellas: el establecimiento de la Comisión de Medio Ambiente de las Illes Balears como órgano ambiental y su regulación orgánica (Título I, arts. 7 y ss), la regulación de los planes o modificaciones no tienen efectos significativos en el medio ambiente (Título II), la consulta precepiva al órgano ambiental autonómico en procedimientos estatales (Título III, art. 26), la evaluación de las repercusiones en la Red Natura 2000 (Título IV) y otras cuestiones como el seguimiento de los procedimientos ambientales, la protección de la legalidad ambiental, el restablecimiento del oden jurídico perturbado y el régimen sancionador (Título V). En la documentación de los estudios de impacto ambiental se incluye, además del contenido mínimo exigido por la normativa estatal, un anexo de incidencia paisajística (Título II). 

Se regula el humedal (Ramsar) de la Albufera de Mallorca, derogándose la normativa que afectaba a este espacio, específicamente la Ley 9/2010, de 27 de julio, de declaración de interés autonómico de la construcción del campo de golf de Son Bosc en Muro, cuya constitucionalidad puso en entredicho el TSJ de las Illes Balears en su Sentencia de 8 de octubre de 2015 y el Informe de la Misión Ramsar número 68. 

También se incorporan los principios de transparencia y modernización de la Administración con el impulso de la tramitación electrónica, que se convierte en medio preferente de relación de los ciudadanos con las administraciones (art. 6), respondiendo así a la nueva legislación básica sobre procedimiento administrativo y a la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos. 
II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

1. Fracking: 
- Sentencia del Tribunal Constitucional 73/2016, de 14 de abril de 2016 (recurso de inconstitucionalidad 6513-2014). 
En esta sentencia se resuelve un recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Presidente del Gobierno en relación con varios preceptos de la Ley 2/2014, de 27 de enero, de medidas fiscales, administrativas, financieras y del sector público de Cataluña. En particular, y respecto a la materia ambiental, se alega la nulidad de los preceptos legales que prohíben la técnica de la fractura hidráulica para la explotación de hidrocarburos. 
Se impugna así el art. 167.1 de la citada Ley, que modifica el art. 47 del Texto refundido de la Ley de Urbanismo de Cataluña (Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto), añadiendo un apartado 10 conforme al cual “en la explotación de recursos naturales en suelo no urbanizable, en el caso de aprovechamiento de hidrocarburos, no está permitida la utilización de la tecnología de la fracturación hidráulica cuando pueda tener efectos negativos sobre las características geológicas, ambientales, paisajísticas o socioeconómicas de la zona, o en relación con otros ámbitos competenciales de la Generalidad” (FJ 7º). 

La parte recurrente alega que dicho precepto contradice la legislación básica estatal (Leyes 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos y 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental), la cual establece un sistema de libre iniciativa con control previo de requisitos técnicos y ambientales para la utilización del fracking. 

El TC recuerda su anterior doctrina (SSTC 106/2014, de 24 de junio, 134/2014, de 22 de julio y 208/2014, de 15 de diciembre), que abordan el problema desde una perspectiva exclusivamente competencial, resolviendo que la prohibición absoluta autonómica del fracking en leyes de Cantabria, La Rioja y Navarra contradecía la normativa básica estatal y por ello las competencias exclusivas estatales sobre régimen minero y energético (ex art. 139.1.13 y 25 CE). Se estableció entonces que “Las Comunidades Autónomas, en ejercicio de sus competencias en materia medioambiental, pueden imponer requisitos y cargas para el otorgamiento de autorizaciones y concesiones no previstos por la legislación estatal, pero sin alterar el ordenamiento básico en materia de régimen minero y energético, siempre que tales exigencias sean razonables y proporcionadas al fin propuesto” (FJ 8º). 

Señala a continuación el TC que el nuevo art. 47.10 de la Ley del Suelo catalana no consiste en la determinación precisa de requisitos razonables y proporcionados a fin de protección medioambiental, y que no desarrolla ni complementa las bases estatales sino que las reformula bajo una perspectiva radicalmente distinta: si la legislación estatal autoriza el fracking siempre que cumpla con requisitos técnicos y ambientales, la norma catalana lo prohíbe por sus posibles efectos ante cualquiera de las múltiples circunstancias enunciadas. Se destaca el carácter indeterminado de dichas circunstancias y la falta de precisión del grado o intensidad de aquellos efectos negativos (FJ 9º). 

Señalaba la Abogada de la Generalitat que el art. 47.10 debía ser interpretado en el sentido de reiterar las condiciones de denegación del título habilitante fijadas en la normativa estatal, es decir, que el mandato de no autorizar el fracking ante efectos negativos viene a ser idéntico al que resulta de la legislación básica estatal cuando somete esta técnica a la evaluación de impacto ambiental. El TC, sin embargo, considera dicha interpretación demasiado forzada, y añade además que aunque pudiera interpretarse así, de todas formas estaría penetrando el espacio normativo que ha ocupado el legislador básico, “aunque se limite a parafrasear o reproducir literalmente lo establecido en las bases” (FJ 10º). 

Consecuentemente, el TC declara la inconstitucionalidad y nulidad de este artículo, por convertir en excepcional la posibilidad de utilización del fracking y no precisar ni establecer requisitos razonables y proporcionados con fines de protección medioambiental. 

La Sentencia contiene un voto particular formulado por la Magistrado doña Adela Asua Batarrita y el Magistrado don Fernando Valdés Dal-Ré, que discrepa de las anteriores conclusiones relativas al fracking. 

Ambos señalan que el precepto autonómico no impone una prohibición del fracking de carácter general e incondicionada para todo el territorio autonómico, sino que condiciona su utilización en suelo no urbanizable a la inexistencia de una serie de efectos adversos. Llaman por tanto a una imprescindible ponderación de los intereses eventualmente afectados por la concurrencia competencial sobre el mismo espacio físico, sin imponer la subordinación de unos a otros. Es decir, rechazan la prevalencia automática de las competencias exclusivas estatales sobre aquellas autonómicas. 

La Sentencia contiene también un segundo voto particular formulado por el Magistrado don Juan Antonio Xiol Ríos, que también discrepa de las conclusiones relativas al fracking. 

Defiende el magistrado una interpretación del art. 47.10 según la cual este se limita a establecer la obligación de que el órgano autonómico deniegue la licencia correspondiente o manifieste su oposición a la concesión en el expediente de evaluación ambiental en el caso de que la actividad proyectada pudiera producir efectos negativos. Dice que al rechazar esta interpretación por penetrar en la competencia exclusiva estatal, la Sala no tiene en consideración la jurisprudencia inveterada sobre concurrencia de competencias en el mismo espacio físico, y que en este caso, los distintos títulos competenciales debían limitarse y contrapesarse recíprcamente. Señala también que la Sentencia no tiene en cuenta el papel prevalente del derecho a la salud, y que por lo tanto infravalora los postulados del Estado Social y sobrevalora la competencia del Estado sobre régimen energético. 

Razona también que la normativa impugnada no vacía la competencia estatal básica, al no prohibir con carácter absoluto el fracking, sino condicionarla a la verificación de la ausencia de efectos negativos, un condicionamiento vinculado exclusivamente a competencias autonómicas sobre control de riesgos medioambientales, y que dicho condicionamiento no contradice en ningún punto la normativa básica estatal. 

Finalmente, descarta la indeterminación de los criterios del art. 47.10, señalando que igualmente indeterminada es la remisión de la legislación básica estatal a la utilización de la evaluación de impacto ambiental, y que dichos criterios constituyen una regulación marco que puede desarrollarse de manera más pormenorizada en la normativa sectorial. 

Como conclusión, el magistrado destaca que la solución a la que llega la Sala “comporta una interpretación de las relaciones entre el Estado y las Comunidades Autónomas que tiende a apoyarse en el principio de jerarquía y a reformular los criterios hasta ahora escrupulosamente basados en el principio de competencia, fundamento capital, según la jurisprudencia antigua del Tribunal, del Estado autonómico”. 

2. TRIBUNAL SUPREMO 

1. Fracking: 
- Sentencias del Tribunal Supremo (Sala de lo C-Adm, Sección 5ª) de 25 de abril de 2016 (recurso c-adm 372-2013), de 28 de abril de 2016 (recurso c-adm 440/2013), de 29 de abril de 2016 (recurso c-adm 359/2014) y de 6 de mayo de 2016 (recurso c-adm 37/2014). 
En estas Sentencias se resuelven varios recursos contencioso-administrativos sobre el mismo objeto: el permiso sobre el proyecto “Cronos”, otorgado a Frontera Energy Corporation S.L mediante el Real Decreto 317/2013, de 26 de abril. Todas ellas niegan la pretensión de los recurrentes de anular el permiso reiterando los argumentos contenidos en la primera. 
Los recursos versan por ausencia de evaluación de impacto ambiental e infracción de la Directiva 93/22/CE, de 30 de mayo de 1994, sobre las condiciones para la concesión y el ejercicio de las autorizaciones de prospección, exploración y producción de hidrocarburos. Se reprocha falta de diagnóstico de la afección a las aguas continentales y subterráneas y de adecuación a la normativa sobre Red Natura 2000. 

El TS rechaza los argumentos remitiéndose a dos documentos presentados por el solicitante sobre medidas de protección medio-ambiental y plan de restauración para la solicitud del permiso de investigación de hidrocarburos Cronos, que se consideran suficientes para la actividad de investigación inicial. Se dice que la evaluación de los efectos sobre aguas y Red Natura 2000 deberá realizarse al momento de iniciar las perforaciones. 

Se rechaza también la falta de adecuación a la Recomendación 2014/70/UE, por no tratarse esta de una norma vinculante y ser posterior al otorgamiento del permiso, y la violación de la Directiva 94/22/CE por no haber abierto el procedimiento de otorgamiento del permiso a todas las partes interesadas. El TS considera excepcionada esta obligación por haber publicado el Estado en 1995 el DOCE un anuncio indicando las zonas disponibles para el procedimiento indicado. 

Finalmente, se rechaza el reproche de ausencia de Evaluación Ambiental, pues, dice el TS, un permiso de exploración no tiene la naturaleza de un plan o programa, y por lo tanto no entra en el ámbito de aplicación de la normativa sobre Evaluación ambiental. 

En la Sentencia de 6 de mayo de 2016 se contiene además una alegación sobre vulneración de la autonomía local y del principio de lealtad institucional, por no haber sido los municipios recurrente ni informados ni consultados a lo largo del proceso de elaboración del Real Decreto impugnado. El TS la desestima señalando la ausencia de un trámite específico previsto en las leyes que haya sido omitido, y destaca que “tanto la autonomía local como el principio de lealtad institucional se manifiestan a través de los concretos instrumentos y requisitos previstos en las leyes”. 

2. Hidrocarburos.
- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso, Sección 3ª), de 28 de marzo de 2016 (recurso de casación 599-2013). 
En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por la Plataforma de Vecinos O cruceiro de Mehá contra la STSJ de Madrid de 12 de noviembre de 2012, por la que se desestimaba un anterior recurso frente a la desestimación presunta del recurso de alzada frente a la Resolución de la Dirección General de Política Energética y Minas de 3 de junio de 2002 y a la resolución expresa de 6 de noviembre de 2003, del Subsecretario de Economía, que desestimaba el recurso de alzada y otorgaba a “Regasificadora del Noroeste SA” autorización administrativa previa para la instalación de planta de recepción, almacenamiento y regasificación de gas natural licuado en Mugardos (A Coruña). 

Los recurrentes alegan infracción del art. 67.1 de la Ley 34/1998, del Sector de Hidrocarburos, por la falta de adecuación de las instalaciones proyectadas a las condiciones técnicas y de seguridad establecidas en determinadas normas reglamentarias y técnicas y a la Directiva 96/82/CE, del Consejo de 9 de diciembre de 1996, relativa al control de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que intervengan sustancias peligrosas y la STJUE de 15 de septiembre de 2011. Señalan que no es posible un cumplimiento a posteriori de la normativa una vez la planta está autorizada, pues se frustraría el fin de la Directiva. 

El TS destaca que tales argumentos son los mismos que los expuestos en instancia, y que conforme a su jurisprudencia, la mera reiteración de los motivos del recurso resulta incompatible con la naturaleza del recurso de casación, cuyo objeto es la impugnación de la sentencia de instancia, y no la del acto administrativo. Por ello, señala que el recurso no ha sido debidamente formulado (FJ 2º). 

En segundo lugar, alegan falta de declaración de impacto ambiental en el procedimiento seguido para la autorización del proyecto, la cual era exigible conforme al Real Decreto-ley 9/2000, de 6 de octubre, de modificación del Real Decreto legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de Evaluación de Impacto Ambiental. 

Tal cuestión, dice el TS, también había sido planteada en el proceso de instancia, pero reitera sus conclusiones: que la solicitud de autorización fue presentada con fecha anterior a la entrada en vigor del RD-L 9/2000 y que la Directiva 97/11/CEE no gozaba de efecto directo, pues todavía no había transcurrido el plazo e transposición. Pese a que la solicitud inicial estaba incompleta y la documentación necesaria para iniciar el procedimiento no se presentó hasta el 20 de octubre de 2000, el TS confirma la conclusión de la Sentencia de instancia conforme a la cual la fecha a ser tenida en cuenta es la de la solicitud inicial, “no existiendo una norma que específicamente determine que el procedimiento no se inicia hasta que no se complete toda la documentación” (FJ 3º). 

Finalmente, el último motivo de casación versa sobre la infracción del art. 67.2 .c) de la Ley del Sector de Hidrocarburos, por falta de adecuación del emplazamiento de la instalación al régimen de ordenación del territorio. Efectivamente, la Sentencia del TS de 11 de mayo de 2012 declaró nula la modificación del Plan General de Mugardos, que era la que daba cobertura urbanística a la planta de regasificación de Reganosa. La recurrente aduce que tal nulidad arrastra la nulidad de la autorización previa y de la aprobación del proyecto de ejecución. 

El TS confirma la falta de cobertura en los instrumentos de planificación del controvertido proceso autorizatorio, ya que además dichos instrumentos no existían todavía al tiempo de la solicitud de autorización, sino que se aprobaron tres años más tarde. Por tanto, acoge el tercer motivo de casación y confirma la vulneración del art. 67.2.c) de la Ley del Sector de Hidrocarburos (FJ 4º). 

Por todo ello, el TS casa la sentencia recurrida y anula la Resolución de la Dirección General de Política Energética y Minas de 3 de junio de 2002 por la que se otorgaba dicha autorización (FJ 5º), sin hacer especial imposición de costas (FJ 6º). 

3. Suelo no urbanizable protegido.
- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso, Sección 5ª), de 1 de junio de 2016 (recurso 1174-2016).  
En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Valga y la Junta de Galicia contra la STSJ de Galicia de 12 de febrero de 2015, que estimaba un anterior recurso contencioso-administrativo contra la aprobación definitiva del Plan de Ordenación Urbanística del Conejo de Valga. 

Dicho Plan General preveía la creación de una nueva zona industrial de una superficie de 800.000 m2, si bien el municipio contaba ya con una superficie de suelo industrial de 225.000 m2, de los cuales solo estaba ocupado un 30%. Además de esto, la Sentencia de instancia consideró el hecho de que parte de este nuevo suelo industrial se ubicaba en terrenos que conforme al anterior planeamiento tenían la consideración de suelo no urbanizable de protección forestal, sin que dicho suelo hubiera perdido las características que motivaron su protección conforme a la Memoria Ambiental del plan. 

Los recurrentes alegan incorrecta valoración de la prueba y vulneración de la discrecionalidad municipal para determinar la forma en que ha de quedar ordenado el territorio, señalando que dicha discrecionalidad es máxima en materia de planeamiento, como afirma la jurisprudencia del TS (STS de 21 de septiembre de 1993). 

El TS se pronuncia primero sobre la valoración de la prueba, señalando que la Memoria Ambiental desaconsejó la ampliación del suelo industrial, y que por tanto, no es irracional que la Sentencia de Instancia llegara a dicha conclusión. Señala además que tal conclusión no requería “de especiales conocimientos científicos o técnicos para su apreciación: si un suelo de 225.000 m2 de superficie está ocupado solo en el 30% de ésta, resulta injustificado completamente aumentar el suelo industrial en otros 800.000 m2” (FJ 5º). 

A continuación, el TS se pronuncia sobre la potestad de modificar el planeamiento (ius variandi), resaltando que pese a discrecional conforme a la jurisprudencia, tal potestad ha de estar motivada, mientras que en este caso no existe dicha motivación sustantiva o material, por lo que cabe calificar la modificación del Plan de arbitraria. Dice, así, que “tanto el Ayuntamiento de Valga como la Junta de Galicia confunden discrecionalidad con arbitrariedad, ya que reivindican la imposibilidad de acceder al control de la decisión discrecional”. En cambio, “no hay potestad alguna, ni urbanística ni de otra clase, que no deba subordinarse a la consecución del bien común y, por ende, de someterse a pautas de razonabilidad y evitación de la arbitrariedad”. Además de ello, destaca cómo la Ley ha ido estableciendo límites a la discrecionalidad en la potestad de planeamiento, “que ha de subordinarse no solo a la consecución del interés general, abstractmente considerado, sino a principios generales de necesaria observancia, manifestados en el principio de desarrollo territorial y urbano sostenible (art. 2, en relación con el 19.1.a) de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, del Suelo” (FJ 6º). 

Por todo ello, el TS confirma la Sentencia de Instancia e impone las costas a los recurrentes, limitando estas a la cantidad de 4.000€. 

4. Energías renovables.
- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso, Sección 3ª), de 10 de junio de 2016 (recurso 533-2014).  
En esta Sentencia se resuelve un recurso contencioso-administrativo interpuesto por la entidad mercantil Hidroeléctrica de la Isabela, S.L. contra el Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, por el que se regula la actividad de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos. 
La recurrente solicita nulidad de la norma y subsidiariamente de su disposición adicional segunda. La nulidad se fundamenta en la falta de comunicación previa de la aprobación de la citada norma a la Comisión Europea, lo que infringe las Directivas 2009/72/CE y 98/34/CE, en la vulneración del Tratado sobre la Carta Europea de Energía, en relación con el mandato de promoción o protección de las inversiones en la producción de energía, en la vulneración de los principios de seguridad jurídica, confianza legítima y buena fe e irretroactividad y en la falta de razonabilidad de la rentabilidad tal y como está definida en la disposición adicional segunda (FJ 1º). 

Respecto a la falta de comunicación previa, el TS destaca que esta se refiere, en la normativa comunitaria a las normas técnicas, mientras que el RD 413/2014 no puede ser calificado en este sentido, pues la disposición impugnada no tiene por objeto regular las características técnicas de la producción de energía eléctrica a partir de fuentes renovables, sino el régimen de retribución de la producción de energía con dichas tecnologías. Incumple por tanto el concepto de “reglamento técnico” del TJUE (Sentencia Lindberg de 21 de abril de 2005, C-267/03, ap 54) (FJ 2º). 

En relación con la vulneración del art. 10 de la Carta Europea de la Energía, la recurrente alega que la norma recurrida no respeta el mandato de protección de las inversiones en producción de energía. El TS se remite al asunto 650/2014, donde afirmaba que no puede entenderse que la búsqueda de la sostenibilidad económica del sistema eléctrico manifestada en distintas normas jurídicas sea incompatible con el fomento de las tecnologías renovables, sino que más bien coadyuva a garantizarla, así, dice que: “no es posible contraponer el apoyo mediante ayudas a la generación renovable y la salvaguarda a la sostenibilidad financiera del sistema, cuando esta última es condición necesaria de la propia subsistencia de aquellas, pues carece de sentido diseñar un sistema de apoyo a estas tecnologías que sea insostenible financieramente y, por tanto, no resulte viable económicamente a medio y largo plazo” (FJ 3º). 

Sobre la invocación del principio de retroactividad, la recurrente considera que el RD impugnado atribuye a la retribución cobrada en el pasado la condición de entrega a cuenta, posibilitando supuestos en que titulares de instalaciones de energías renovables como la eólica tendrían que devolver lo cobrado de más. Para resolver esta cuestión, el TS se remite igualmente a su Sentencia sobre el asunto 650/2014. En este caso, se alegaba retroactividad del RD 413/2014, pues para calcular la rentabilidad razonable aplicable se retrotraía a los costes de la inversión y a la vida útil de la instalación. El TS, en cambio, señaló que esta no es una retroactividad prohibida por el art. 9.3 CE, pues conforme al TC, lo prohibido es la retroactividad in peius, que se circunscribe a las leyes sancionadoras y restrictivas de derechos individuales. En este caso, la retroactividad “carece de efectos ablativos o peyorativos hacia el pasado, en el sentido de que no anula, ni modifica ni revisa las retribuciones pasadas (…), sino que proyecta sus efectos a partir de la entrada en vigor del nuevo régimen retributivo, instaurado por el RD-ley 9/2013” (FJ 4º). 

En relación con la invocación de los principios de seguridad jurídica y confianza legítima, la recurrente alega su vulneración en cuanto ambos protegen a los ciudadanos ante cambios legislativos que no sean razonables y previsibles y que destruyan su confianza en la permanencia de los efectos de la legislación vigente en un momento determinado. En este caso, la Administración estableció un régimen de tarifa regulada durante la vida útil de la instalación, y después, cuando ya estaba realizada toda la inversión, y de forma sorpresiva, lo revocó y lo sustituyó por otro régimen de rentabilidad razonable, que les priva de una rentabilidad entre el 13% y el 30%. 

El TS cita la STC 270/2015 (FD 7º), que ya estableció que estos principios no resultan vulnerados por las modificaciones en el régimen retributivo llevadas a cabo por el RD-ley 9/2013, porque “no estamos ante una norma incierta o falta de la indispensable claridad, pues cuenta con un contenido preciso y unos efectos perfectamente determinados”, y no puede esperarse inalterabilidad frente al ejercicio de una potestad legislativa que obliga a los poderes públicos a la adaptación de la regulación una cambiante realidad económica. Así, “los principios de seguridad jurídica y confianza legítima no permiten consagrar un pretendido derecho a la congelación del ordenamiento jurídico existente”. 

A esto añade el TS que “la protección de la confianza legítima no abarca cualquier tipo de convicción psicológica subjetiva en el particular, sino que (…) se refiere a la creencia racional y fundada de que por actos anteriores, la Administración adoptará una determinada decisión (…) y tan solo es susceptible de protección aquella confianza sobre aspectos concretos que se base en signos o hechos externos producidos por la Administración suficientemente concluyentes”. Considera que en el caso particular, la coyuntura económica y financiera del sector eléctrico hacía que no pudiera calificarse de inesperada la modificación de que tratamos (FJ 4º). 

Finalmente, el TS se pronuncia sobre la alegación relativa a que la rentabilidad definida en la norma cuestionada no es razonable, al no reflejar la rentabilidad requerida por el mercado para este tipo de inversiones. El TS considera que la parte se está limitando a expresar sus opiniones sobr elo que entiende que debía haber sido la adecuada plasmación del concepto. Sin embargo, el titular de la potestad reglamentaria tiene plena capacidad para el desarrollo de los principios del sistema retributivo previstos por la Ley, y solo un desarrollo manifiestamente arbitrario, incongruente o contrario a la lógica y a la ley podría ser anulado, pues la actividad de fomento es en la que lógicamente es mayor el ámbito discrecional de la acción pública (FJ 5º). 

Por todo ello, el TS desestima el recurso sin hacer imposición de costas (FJ 6º). 
3. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ARAGóN
1. Autorización Ambiental Integrada: 
Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón (sede Zaragoza) (Sala de lo C-Adm, Sección 1ª) de 17 de marzo de 2016 (rec. 314/2013). 
En esta Sentencia se resuelve un recurso de apelación interpuesto por la “Cooperativa Alto Aragón de Barbastro, S. Coope. Ltda” contra la Sentencia de 18 de octubre de 2013 del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 1 de Huesca, que confirmaba la resolución del INAGA de 2010, por la que se modificaba una Autorización Ambiental Integrada (AAI) de 2007 sobre una fábrica de piensos en Barbastro (Huesca). 

La modificación recurrida exigía la construcción de una depuradora para el tratamiento del agua de los aseos de los trabajadores de la fábrica. Esta necesidad derivaba de un informe de la Confederación hidrográfica del Ebro de 17 de marzo de 2010, que señalaba que pese a verter sus aguas al alcantarillado municipal, la afección del vertido era similar a la que se produciría de hacerlo directamente sobre el cauce. Basándose en este informe, el INAGA había concluido que por tanto era necesario a la Cooperativa en cuestión instalar una depuradora. 

El TSJ, sin embargo, señala que las conclusiones del informe de la Confederación hidrográfica son contrarias a la Ley de Aguas y al Reglamento de Dominio Público Hidráulico, además de a la Ley 7/2006 de 22 de junio de Protección Ambiental de Aragón, que en su art. 47.10 y 11 requiere autorización de vertido a los organismos de cuenca únicamente cuando el vertido se produce sobre el dominio público hidráulico, el cual no incluye la red de alcantarillado municipal. Por tanto, el controvertido informe no podía tener el carácter de informe vinculante en el procedimiento de modificación de la AAI por parte del INAGA, y su indebida exigencia “determina que podamos estar en presencia de un acto nulo de pleno derecho por concurrir falta de competencia o de procedimiento” (FJ 2º).

Finalmente, señala que tal vicio es motivo suficiente para incoar procedimiento de revisión de oficio contra dicha Resolución del INAGA de 2010, y conforme a asentada jurisprudencia que exige agotar esta vía previo examen judicial sustantivo, condena a la Administración Autonómica a tramitar dicha revisión de oficio, revocando al mismo tiempo la Sentencia apelada y haciendo imposición de las costas de la primera instancia a la misma Administración en cuantía de 600€. 
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